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Expediente 66170-31-10-001-2018-00201-01

Resuelve la Sala
 sobre la consulta del auto proferido por el Juzgado de Familia de Dosquebradas - Risaralda, el pasado 16 de julio, por medio del cual se sancionó a Claudia Juliana Melo Romero, en calidad de Directora Técnica de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y a Yolanda Pinto de Gaviria quien funge como Directora de esa entidad, con cinco (5) días de arresto y multa de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 11 de mayo de este año, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició, por conducto de la Defensoría del Pueblo de Dosquebradas, el señor Jaime Torres Cortes. 





ANTECEDENTES

En el fallo aludido, el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por Jaime Torres Cortes en torno a los derechos de petición, vida digna e igualdad y le ordenó a la entidad demandada:

“(…) a través de la Dirección General en cabeza de la Dra. YOLANDA PINTO DE GAVIRIA, y la Dirección de Reparación en cabeza de las Dras. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO y ALICIA JAQUELINE RUEDA ROJAS, Directora técnica de Reparaciones y Subdirectora de Reparación Individual, respectivamente y/o quienes hagan sus veces, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta providencia, inicie el procedimiento administrativo requerido PARA RECONOCER Y PAGAR de manera prioritaria al señor JAIME TORRES CORTES, la indemnización administrativa a la que tiene derecho por tratarse de una víctima del conflicto armado colombiano, trámite que en todo caso no podrá superar el término de un (01) mes y cuya decisión deberá notificarse en los términos legales” (f. 12, c.1).
   



Ante la manifestación del interesado sobre el incumplimiento, se abrió el respectivo incidente contra las funcionarias de la UARIV citadas en la parte resolutiva de la sentencia, dos de las cuales se hicieron acreedoras a la consecuente sanción, que ahora se consulta, pese a que, durante cada una de las etapas del trámite incidental se aportaron contestaciones, en las que se aludía cumplimiento al fallo. 

CONSIDERACIONES

Como viene de decirse, en el trámite del desacato se requirió a varias funcionarias de la UARIV, entre ellas Claudia Juliana Melo Romero, Directora Técnica de Reparaciones y Yolanda Pinto de Gaviria, Directora de la misma entidad, debido al presunto incumplimiento de la orden constitucional dispuesta en sentencia del 11 de mayo del año 2018, en la que se ordenó exclusivamente, y se destaca, el inicio del procedimiento administrativo requerido para reconocer y pagar de manera prioritaria al señor JAIME TORRES CORTES, una indemnización por ser reconocido como víctima. 
También, se dijo, fueron sancionadas con 5 días de arresto y multa de 2 salarios mínimos legales mensuales vigentes, después de la deliberación que en la primera sede se surtió, aun cuando, ante el primer requerimiento (f. 15, c.1) se informó que para dar cumplimiento al fallo se solicitó al actor una una documentación necesaria para dar inicio al trámite indemnizatorio (f. 19v, c.1) y ante la notificación de la apertura del incidente (f. 23, c.1) comunicaron que, se había iniciado el proceso (f. 26v, c.1).     




En suma, a esta sede se arrimó un memorial mediante el cual la entidad encartada solicitó declarar el cumplimiento al fallo de tutela, en consideración a que ya se cuenta con la documentación completa y el trámite indemnizatorio se halla en etapa de “ANÁLISIS DE LA SOLICITUD” cuyo término, según la normativa que rige el proceso, concluirá el próximo 6 de diciembre de 2018 (f. 4v, c.2).  

El accionante durante el trámite del grado jurisdiccional de consulta del presente incidente, informó que se acercó a la UARIV, y allí le indicaron que ya está en proceso su solicitud (f. 14, c.2). 

De este recuento, advierte esta Sala que la orden que se dio en la sentencia de tutela y por la que en este proceso se alega su incumplimiento, se satisfizo, pues lo que se quería era que la entidad accionada iniciara el proceso administrativo para reconocer y pagar la indemnización de la que es acreedor el señor Torres Cortés, por lo que en este caso carecería de objeto una sanción si ya se cumplió lo que se dispuso en el fallo constitucional, como es precisamente la iniciación del trámite, que, de ser el caso, habrá de concluir con el reconocimiento económico que se depreca. 

Ahora; el hecho de que no le hayan entregado el dinero, es una cuestión netamente administrativa, diferente a lo dispuesto en la sentencia, que debe ser objeto de debate ante la entidad accionada mediante las peticiones del caso y las acciones a que haya lugar, mas no por esta vía que busca, simple y llanamente, que la orden tutelar sea cumplida, tal cual fue dispuesto por el juez constitucional. 
Sobre el punto, tiene claro la Sala que en incidentes de este tipo es necesario verificar unos requisitos esenciales para que se abra paso la sanción. Precisamente, la Corte Constitucional ha dejado claro que:
“6.1 El desacato a los fallos de tutela es regulado por los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991. En desarrollo de lo previsto en esas normas, la Corte Constitucional ha identificado las siguientes características del mismo: 

6.1.1 Se tramita mediante un incidente, que debe respetar el debido proceso de la persona o autoridad contra quien se ejerce. Por ello, quien presuntamente está incumpliendo un fallo: (i) debe ser notificado sobre la iniciación del trámite; (ii) se deben practicar las pruebas que resulten necesarias para adoptar la decisión correspondiente; (iii) la providencia que le resuelva finalmente el trámite debe ser notificada, y si la decisión es sancionatoria, (iv) se debe remitir el expediente en consulta ante el superior.

6.1.2 Es un procedimiento disciplinario. En este sentido, al investigado se le deben respetar las garantías que el derecho sancionador consagra a favor del disciplinado, especialmente, la prohibición de presumir su responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento. Por lo tanto, para poder imponer la sanción, debe comprobarse la responsabilidad subjetiva de la persona o autoridad según sea el caso, lo que se traduce en una negligencia frente al cumplimiento de las órdenes de tutela.

6.1.3 Ahora bien, el objetivo del desacato no es solo imponer una sanción, sino también el pleno restablecimiento del derecho fundamental que se encontró vulnerado. Esto significa que, su trámite afecta directa y definitivamente en la garantía del acceso a la administración de justicia de quien obtuvo un amparo tutelar
. (Se destaca)




Posición que se ha mantenido pacífica en la jurisprudencia constitucional

“la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, y quiere evitar la imposición de una sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor”. (Se destaca)” 

Así que, aunque pudo presentarse cierta tardanza en relación con el cumplimiento del fallo de tutela preferido el pasado 11 de mayo, toda vez que solo hasta el 18 de julio se le informó al accionante sobre el inicio del proceso indemnizatorio y la fecha límite para la respuesta, siguiendo las pautas de la Resolución 01958 de 2018 (f. 8, c.2), ya la situación varió, si bien se dio comienzo al trámite que corresponde, de lo cual fue enterado el demandante, quien en sus últimas comunicaciones con esta Sala confirmó que en la UARIV le informaron que efectivamente se está surtiendo el trámite para el reconocimiento de sus derechos (f.14, c.2).  
De manera que iniciado el procedimiento administrativo, que, a la postre, era el objetivo principal de la acción de tutela, sin que se advierta en el retraso de la entidad encartada la voluntad expresa y manifiesta de quererse rebelar contra aquellas determinaciones, ni la incursión en una conducta dolosa en el retraso para la decisión por parte del funcionario, no resulta viable mantener la sanción impuesta. 
Frecuentemente la Corte Constitucional ha hecho énfasis en lo que es el objeto del incidente del desacato y en esa distinción ha precisado que “El desacato es un mecanismo de creación legal, que procede a petición de la parte interesada, a fin de que el juez constitucional en ejercicio de sus potestades disciplinarias sancione con arresto o multa a quien con responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes proferidas mediante sentencias que buscan proteger los derechos fundamentales” 
 (se destaca).  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite. 
En el caso de ahora, objetivamente está claro que la entidad conminada al cumplimiento del fallo, por lo que deja entrever claramente la foliatura, no acató la sentencia en el tiempo que se le otorgó para ello. Pero, esa responsabilidad objetiva que da margen al incumplimiento, no se traduce, necesariamente en una de carácter subjetivo que abra paso al desacato, con la imposición de las sanciones que son de rigor, porque existe plena prueba acerca de las gestiones adelantadas que, finalmente concluyeron con la reclamada iniciación del trámite indemnizatorio.
El término en el que ha de materializarse el pago mismo, como ya se dijo, escapa al entorno de la sentencia de tutela que mandaba poner en marcha aquel proceso, y la discusión que se cierne sobre el término en el que aquel se efectuará, no era lo que estaba en entredicho en aquella ocasión, con lo cual, resulta imposible atribuirle una responsabilidad subjetiva por ese hecho a las funcionarias sancionadas. 
En este orden de ideas, siendo que el fallo de tutela y el trámite del desacato cumplieron su cometido, se revocará el auto para, en su lugar, absolver a las funcionarias de tales sanciones, decisión con la que se subsumen las solicitudes de nulidad del trámite incidental y revocatoria a la sanción de la doctora Yolanda Pinto Afanador, elevadas por la entidad encartada en esta sede. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Unitaria Civil-Familia, REVOCA el auto consultado. 

En su lugar, se abstiene de imponer sanción por desacato a Claudia Juliana Melo Romero, en calidad de Directora Técnica de Reparaciones de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas de la UARIV y a Yolanda Pinto de Gaviria quien funge como Directora de esa entidad.
Vuelva la actuación al juzgado de origen.
Notifíquese y cúmplase,

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
� Se decide en Sala Unitaria, por cuanto se trata de un auto que desata una consulta y no de la imposición misma de la sanción en los eventos en los que el Tribunal imparte la orden en primera instancia. Esto, siguiendo lo reglado por el artículo 35 del CGP.





� Sentencia T-280/17


� Corte Constitucional, auto 181 de 2015


� Sentencia T-191 de 2009
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